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INTRODUCCIÓN 



El derecho á darse un heredero, á hacer extensiva la 
voluntad más allá de los limites de la existencia y á trasmi- 
tir después de la muerte los bienes á los sobrevivientes, está 
hoy consagrado por los Códigos de todos los pueblos civilizados. 
Para los romanos fue siempre precioso su ejercicio, fue una de las 
conquistas del plebeyo ; el ciudadano tenía como un alto ho- 
nor ser el legislador de su herencia. 

La voluntad del hombre para disponer de sus bienes 
para después de su fallecimiento puede estar expresada en 
un testamento ó puede ser tácita. En el primer caso hay 
lugar á la sucesión testamentaria ; en el segundo, la ley, pre- 
sumiendo cuales hubieran podido ser las intenciones probables 
del difunto, toma á su cargo el cuidado de arreglar la he- 
rencia, habiendo entonces lugar á la sucesión legítima. 

Los derechos sucesorios, activos ó pasivos, son indepen- 
dientes de la cualidad de subdito de una Nación ó de extran- 
jero ; á todos pertenecen igualmente. No lo han pensado así 
todos los legisladores. El excesivo rigor para con el extran- 
jero es la característica común de las legislaciones antiguas. 
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En el primitivo Derecho Romano no tenía participación al- 
guna en el jtis civik^ patrimonio exclusivo del ciudadano y 
era asimilado al enemigo, según la enérgica expresión de las 
Doce Tablas : adversus hostem ostema autoritas esto. No podía 
pues, pretender ningún derecho hereditario. 

ffEl más antiguo sistema, dice Fiore, fundado en la más 
irracional exageración del derecho del soberano territorial con 
detrimento de los extranjeros, es aquel que conduce á negar- 
les absolutamente todo derecho de sucesión.» (i) 

Pothier justifica este sistema con el siguiente razonamiento: 

«El derecho de sucesión, tanto activo como pasivo, es 
de derecho civil, puesto que la ley civil es la que concede 
ó defiere la sucesión del difunto, y la que llama las personas 
que deben recogerla. Resulta de aquí que sólo los ciudada- 
nos que gozan de la vida civil son los que tienen derecho á 
trasmitir su sucesión.» (2) 

Las antiguas legislaciones de casi todos los pueblos de 
Europa, inspiradas en falsas ideas, consideraban el derecho de 
sucesión como de creación puramente civil. Para estos legis- 
ladores la persona que muere dejaba de tener el dominio 
de sus bienes, los cuales quedaban como abandonados para 
pertenecer al primer ocupante ; el Soberano del territorio en 
donde estaban situados se hacía duefío de ellos y podía ad- 
judicarlos á quien quisiera y en la lorma que mejor le con- 
viniera. A menudo se hacía la adjudicación al Tesoro Públi- 
co. De aquí nació el inicuo derecho de andana ó albinagio, 
que tenía por objeto privar á los extranjeros del derecho de 
sucesión, ya sobre los bienes de un nacional, ya sobre los 
de un extranjero, y ^consiguientemente, no podían ser insti- 
tuidos herederos por testamento, ni recibir legados de ningu 
na clase. Si morían fuera del territorio de su patria, el Esta- 
do extranjero se apoderaba de sus bienes en él situados, y 

( 1) Derecho Intemaoional Privado, tomo 29 pág. 180. 

(2) Tratado de la saoeaión, Oap. I, Seo. 1^, cita de Fiore. 
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despojaba á sus herederos legítimos de gran parte de la he- 
rencia y aun de toda ésta.» (i) 

En Francia se aplicaba en todo su rigor el derecho de 
aubana. El extranjero era incapaz de suceder y de trasmi- 
tir por testamento 6 ab intestcUo sus bienes situados en terri- 
torio francés. Fue suprimido por la ley de 6 de agosto de 
1790 de la Asamblea Constituyente, que hizo á los extranje- 
ros capaces de suceder aun á los franceses. El Código Na- 
poleón, por sus artículos 11 y 726, limitó esta disposición á 
los naturales de los países en- que se diera igual tratamiento 
á los franceses ; pero fue restablecida en toda su integridad 
por la ley de 14 de julio de 181 9. 

El antiguo derecho español no hacía distinción alguna en- 
tre nacionales y extranjeros en lo que respecta á la testa- 
mentificación activa y pasiva. Los extranjeros «ya fuesen 
transeúntes ó domiciliados, podían disponer libremente de su 
patrimonio por contrato entre vivos ó por última voluntad, 
y si morían intestados no se confiscaban sus bienes, sino que 
se entregaban á sus herederos legítimos. De modo que en 
España no se ha conocido el llamado derecho de albinagici» (2) 

La ley 13, Título I, Partida VI, que menciona los que 
no pueden hacer testamento, así como la ley 2, Título III de 
la misma Partida, que señala las causas de incapacidad para 
ser heredero, no dicen absolutamente nada sobre los extranjeros. 
Estas leyes establecen la regla general siguiente : tutodos aque- 
llos á quienes non es defendido por las leyes de este nuestro 

libro ^ pueden facer testamento Establecido puede ser por 

heredero todo home.y^ 

El derecho moderno, que ha igualado la condición ju- 
rídica de los extranjeros con la de los nacionales, ha hecho 
á aquellos capaces para disponer de sus bienes con plena li- 
bertad y para heredar, independientemente del lugar de su 

(1) Bello.— Principios de Derecho Internacional, Pág. 78. 
(2j Escriohe— Diccionario Kazonado de Leg^lación y Jarispradencia— 
palabra «Extranjero»— tomo 26, Pá^. 126. 
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situación. Estos son derechos naturales y ninguna ley pue- 
de tener racionalmente la facultad de suprimirlos, aunque sí 
la de reglamentarlos. 

Como puede suceder que el ciudadano de una nación 
muera testado ó intestado, en su patria ó fuera de ella, de- 
jando bienes situados en el territorio de diferentes países, 
surge la cuestión de determinar cual sea la ley aplicable á la 
sucesión. Esta cuestión se hace cada día más práctica, da- 
dos el desarrollo de las relaciones internacionales y las faci- 
lidades para emigrar y adquirir bienes en el extranjero. No 
obstante la tendencia á la uniformidad que caracteriza las 
legislaciones modernas, no ha podido realizarse un acuerdo 
sobre aquellos puntos que están más directamente bajo la 
influencia de las ideas, tradiciones y costumbres que son pe- 
culiares de cada pueblo y determinan su carácter nacional. 
El derecho de sucesión se relaciona íntimamente con el de 
familia, que está reglamentado de distinto modo en los di- 
versos países de conformidad con los elementos geográfi- 
cos, etnográficos, morales y políticos que los constituyen. Las 
ideas religiosas predominantes en una nación incapacitan para 
heredar á los que profesen creencias diferentes ó á los que 
apostaten de su fe ; el despotismo del soberano en otras, au- 
toriza á éste para heredar á falta de descendientes varones 
del difunto ; en algunos Estados la sucesión legítima es pre- 
ferida á la testamentaria, que no viene sino en segundo lu- 
gar y no atribuye la cualidad de heredero, como en Francia 
(Artículo 1002 del Código Civil), y en otros sucede lo con- 
trario acerca de estos dos puntos, como en Italia (Artículos 
720 y 760 del Código Civil) y en Venezuela (Artículos 702 
y 728 del Código Civil). 

Se explica, pues, fácilmente que existan grandes diferen- 
cias en las leyes que han sancionado los diversos Estados 
para reglamentar el orden en que los herederos son llamados 
á suceder, su grado respectivo, la parte hereditaria corres- 
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pendiente á cada uno, la mayor 6 menor extensión del dere- 
cho de representación, los derechos del hijo natural, del 
cónyuge superviviente y de los sucesores irregulares llamados 
á falta de heredero, la manera de adquirir la propiedad y 
posesión de la herencia y todos los demás puntos relativos á 
las sucesiones legítimas y testamentarias. 

No pudiendo pensarse en que todas las naciones adop- 
ten reglas idénticas sobre el régimen sucesoral para evitar el 
nacimiento de conflictos de leyes, se hace necesario, mientras 
se realice este desiderátum, establecer los principios según los 
cuales han de resolverse, y determinar la ley aplicable en cada 
caso concreto, que sea más conforme al derecho internacional 
racional. 

En la exposición y resolución de estos conflictos, objeto 
de la tesis que he elegido para optar al grado de Doctor en 
Ciencias Políticas, daré la preferencia á los que pueden surgir 
de la comparación de la ley venezolana con las extranjeras. 
Analizaré, en primer término, los sistemas que sobre la ley 
que rige las sucesiones han discutido los autores y sanciona- 
do las legislaciones, y luego haré aplicación á las diversas 
cuestiones sobre sucesión, de la ley nacional del de cujus^ que, 
en mi concepto, es la que debe prevalecer, por ser esto lo 
más científico y la mejor manera de resolver los conflictos 
de leyes. En la aplicación de la ley nacional á que me 
refiero haré las excepciones que impone el Derecho In- 
ternacional Privado. 



DIVERSOS SISTEMAS PARA DETERMINAR LA 
LEY QUE RIGE LAS SUCESIONES 



La teoría de los estatutos se ha tomado generalmente 
por punto de partida para determinar la ley aplicable á las 
sucesiones. Esta teoría, que es una de las que han servido 
de base á la ciencia del Derecho Internacional Privado, di- 
vide todas las disposiciones legales en dos grandes grupos. 
Comprende el uno todas las que refiriéndose directamente á 
la persona, determinan su estado y capacidad. Estas forman 
el estatuto personal y siguen al individuo á donde quiera que 
se traslade. El otro grupo abarca todas las leyes relativas á 
los derechos sobre los bienes, manera de adquirirlos y tras- 
mitirlos. Estas forman el estatuto real y se aplican á todos 
los bienes situados en el territorio que rigen, cualquiera que 
sea la nacionalidad de sus dueños. 

Ahora bien, ¿son las leyes que rigen las sucesiones de 
estatuto personal ó de estatuto real? Esta es una de las 
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cuestiones que han sido más controvertidas en la ciencia del 
conflicto de leyes. 

Para Laurent las leyes de sucesión son en teoría de es- 
tatuto personal. «Esto es evidente, dice, si se considera el 
derecho hereditario como una dependencia del derecho de ta- 
milia. ¿ En virtud de qué derecho sucedemos ? En virtud del 
derecho que nos da la sangre que corre por nuestras venas ; 
al hacernos nacer en el seno de una familia, Dios nos da por 
esto mismo parte en sus bienes. El vínculo que nos une á 
una familia es esencialmente personal; los derechos que re- 
sulten de él deben tener la misma naturaleza, somos miem- 
bros de la familia á que pertenecemos : la sangre no cambia 
según la situación de los bienes, que son el patrimonio de 
nuestra familia ; los derechos que de ellos se deriven deben, 
pues, ser los mismos en todas partes. Si por razón de la 
división del género humano en naciones, el orden de las su- 
cesiones no es el mismo en todas las legislaciones, es necesa- 
rio atenerse al principio sobre que descansa el derecho he- 
reditario, el parentesco : puesto que los lazos de la fíliación 
son reconocidos en todas partes, en virtud del estatuto per- 
sonal, este estatuto debe determinar también los derechos 
que son dependencia de él. Declarar personal el derecho de 
familia y real el derecho de sucesión, será una contradicción 
en los términos : lo accesorio no tiene otra naturaleza que la 
de lo principal.» (i) 

El carácter real de las leyes de sucesión estaba univer- 
salmente admitido en Europa por la influencia de las ideas 
feudales según las cuales el elemento territorial era el predo- 
minante. Entonces tocaba á la ley territorial decidir á quien 
debía trasmitirse la propiedad del suelo á la muerte de su 
dueño. 

El sistema de los estatutos ha resultado ineficaz para la 
resolución de los conflictos en materia de sucesión. En efec- 

[1] Droit Civil International, tomo VI, pág. 226. 
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to, no puede establecerse de una manera absoluta que esta 
clase de leyes son esencialmente personales ni tampoco que 
son reales. Si se pregunta, por ejemplo, ¿ qué debe hacerse 
con los bienes de un difunto ?, la materia parece rozarse ín- 
timamente con las cosas. Pertenecería á la jurisdicción real, es 
decir, á la soberanía bajo la cual se encuentran aquellos 
bienes, decidir la cuestión dea quien deben entregarse. Si 
se pregunta ahora, i quién tiene derecho á heredar ?, ¿cuáles 
son los derechos de una persona para nombrarse un sucesor 
ó para disponer de su propiedad después de su muerte?, cam- 
bia por completo el aspecto de la cuestión : se trata enton- 
ces de derechos y aptitudes personales, y habría que atri- 
buirle la competencia á la ley personal. 

Como no puede fijarse el límite preciso que separa las 
leyes reales de las personales, resulta que cada quien les da 
el carácter que quiere y hace á su antojo un estatuto real ó 
personal. Esto es lo que ha sucedido con respecto á las dis- 
posiciones sobre sucesión. Unos autores las colocan en el 
estatuto real, otros en el personal y otros han hecho de ellas 
un estatuto mixto, por referirse tanto á las personas como 
á los bienes. 

En materia de sucesión no se trata ni de la condición de 
las personas ni de la de los bienes ; no hay motivo para preo- 
cuparse por la distinción de estatutos. Se estudia simple- 
mente cual sea la ley aplicable á la sucesión en razón de la 
naturaleza de la relación jurídica á que da nacimiento 
aquella. 

Dilerentes sistemas se han propuesto y aplicado, según 
los tiempos y los lugares, para determinar la ley que debe re- 
gir las sucesiones. 

Según el régimen hereditario feudal la sucesión no era 
asunto de derecho privado sino de derecho público. Los pro- 
pietarios de las tierras, vasallos de los señores feudales, tenían 
solamente la posesión por concesión de éstos : su antigua 
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propiedad no era ya más que el simple usufructo. El vasa- 
llo, pues, necesariamente, no tenía el derecho d^ nombrarse 
un sucesor : esto quedaba al arbitrio del señor feudal, quien 
lo imponfa con arreglo á la ley del país y á la naturaleza 
del feudo, sin tomar para nada en consideración los lazos de 
parentesco ni los sentimientos naturales del difunto. Como 
forzosa consecuencia de tal estado de cosas, únicamente los 
vasallos podían heredar, y los bienes de los extranjeros eran 
declarados vacantes y devueltos al señor. Los bienes mue- 
bles 6 inmuebles se regían desde el punto de vista de la tras- 
misión hereditaria, como en todo otro respecto, por la ley 
del país en que estaban situados. La realidad de las leyes 
era absoluta. Se atenuó este rigor por la introducción de la 
teoría de los estatutos. 

Los estatutarios distinguían, en cuanto á la sucesión, en- 
tre los bienes inmuebles y los muebles. 

Se aplicaba á los inmuebles la ley de su situación, de tal 
suerte que los bienes que dejaba el difunto en un país cons- 
tituían como un patrimonio distinto regido exclusivamente 
por la ley local, sin tomarse eri consideración las divergen- 
cias que pudieran surgir entre ésta y las de los demás países 
en que hubiera también inmuebles de la sucesión. El si- 
guiente adagio expresa claramente la idea : «Quoi sunt dona 
diversis territoriis obnoxia^ tot sunt patrimonia, » 

Los muebles se consideraban como unidos á la persona 
del propietario: ^mobilia ossibus persones inhosrent,» y desde 
el punto de vista de la sucesión, se regían por la ley perso- 
nal del difunto, esto es, por la de su domicilio. La aplica- 
ción de la ley del domicilio se justificaba generalmente, por 
la ñcción de que los muebles, no teniendo asiento fijo, se re- 
putaban situados en el domicilio de su propietario ; la ley de 
este domicilio se aplicaba, pues, á los muebles con el mismo 
título que la ley del lugar de la situación efectiva á los in- 
muebles. Además, la importancia de los bienes muebles era 
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muy secundaría, su posesión no interesaba en manera alguna á 
la organización política, esto es, al orden público de la épo- 
ca. Hé aquí por qué se permitía con respecto á ellos la aplica- 
ción de una ley extraña al territorio. 

Se aduce en apoyo del sistema de la lex loci rei sit<z para 
la trasmisión hereditaria de los inmuebles la razón de que el 
territorio forma la base material del Estado, cuya existencia 
se halla íntimamente ligada á la suerte de los inmuebles que 
componen ese territorio, y que, en consecuencia, ningún le- 
gislador podrá consentir en someter los bienes raíces situa- 
dos en su país á las disposiciones de una ley extranjera, sin 
hacer abdicación de la soberanía. Este argumento podría jus- 
tificarse y tenerse como innegable en la época del feudalis- 
mo. Mas hoy el sistema hereditario y el régimen de la pro- 
piedad no son los mismos que entonces. 

La noción de la soberanía, la de la propiedad y el sistema 
hereditario, han sufrido grandes cambios en las agrupaciones po- 
líticas, debido á la influencia de la ciencia y de la filosofía cons- 
titucional, que las han modificado esencialmente y reivindicado 
al hombre el derecho de disponer libremente de su patrimonio. 

Otro de los argumentos que se invocan en apoyo de este 
sistema, y sin duda el más poderoso de todos, es el que se deriva 
de la íntima relación que existe entre la sucesión y el principio 
político, económico y social de cada Estado. Se afirma que las 
miras políticas y las razones de interés social son las que domi- 
nan principalmente en materia de sucesión, y que por tal moti- 
vo ningún Estado puede admitir en su territorio la aplicación 
de una ley extranjera. 

Para Demangeat ( i ) las leyes de sucesión son leyes políti- 
cas que interesan al bien público del Estado en que tienen apli- 
cación, y como consecuencia de esto, ninguna nación puede 
permitir que las sucesiones se rijan en su territorio por otras 

(1) Histoirede la oondition des étrangersen France, pag. 8S7, cita 
de Asser, Derecho Internacional Privado, pag. 168. 
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leyes que por aquellas que ha juzgado más adecuadas al desarro- 
llo de su prosperidad y á la organización política del Estado. 

Es innegable que las leyes de sucesión de las distintas nacio- 
nes tienen cada una su fisonomía propia, que les ha dado el modo 
mismo de ser del Estado. Estas leyes están tan en armonía con el 
principio político y social que rige en cada país, que puede de- 
cirse son un reflejo fiel del genio nacional, del sistema constitu- 
cional predominante en él. «El derecho civil de cada pueblo es, 
en efecto, una emanación y una aplicación directa del derecho 
público ; es la síntesis de la ley natural armonizada con los 
principios políticos, económicos, sociales y morales que rigen 
este Estado, y por eso es por lo que los sistemas de legblación 
positiva deben ser diferentes, según son diversas las constitu- 
ciones políticas de los Estadosj». (i) 

Pero no puede concluirse forzosamente de estos principios, 
que el Estado deba aplicar sus propias leyes para arreglar la 
sucesión de los extranjeros. «La soberanía y el Estado, dice eí 
mismo autor, no son objetos fundados en combinaciones terri- 
toriales facticias, y cuando no se perjudica el principio político 
y económico con arreglo al cual se organiza la propiedad, nada 
impide que el extranjero suceda en los bienes que le pertene- 
cen con arreglo á la ley á que está naturalmente sometido.» (2) 

La distinción hecha por los jurisconsultos estatutarios en- 
tre los bienes muebles y los inmuebles no tiene ninguna razón 
de ser, como lo han proclamado los primeros Wachter y Savigny, 
quienes opinan que se debe aplicar á aquellos la ley de la situa- 
ción como á éstos. Así, pues, han procedido con más lógica 
los autores que se deciden por la aplicación de la ley territorial 
para la sucesión mobiliaria lo mismo que para la inmobiliaria. 

Con respecto á la referida distinción observa Weiss: «Esta 
distinción no se sostiene en teoría. De dos cosas una : ó bien 
las leyes de sucesión son leyes políticas, y entonces ¿ cómo se 

íl> Flore. Obra citada, tomo 2, pftg. 189. 
[2] Obra citada, tomo 2, pá^. 100. 
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entiende que los objetos muebles sean exceptuados de la Ux rei 
sita f O bien, al contrario, son estas leyes de orden privado y 
menos se entiende entonces porque exige el interés del de cujus 
y el de su familia que los inmuebles sean devueltos según ciertas 
reglas y los muebles, según reglas diferentes.» (i) 

Expuesto el sistema de la lex loci rei sita para la tras- 
misión hereditaria de los inmuebles y el de la lex domicili para 
los muebles, y objetados los principales argumentos en que se 
fundan, paso ahora á anotar los inconvenientes y dificultades 
que presentan en la práctica. 

La aplicación de estos sistemas á la herencia divide ésta 
en tantos patrimonios distintos cuantas sean las naciones en 
que están situados los bienes, inconveniente gravísimo que 
por sf sólo bastaría para rechazarlos, con prescindencia de toda 
otra consideración. El conjunto de la herencia es uno, indi- 
visible, como lo era la persona del de cujus, como lo era su 
voluntad. Absurdo es, pues, suponer que la misma persona 
haya tenido tantas voluntades diferentes cuantas sean las le- 
gislaciones que deban regir sus bienes en los diversos países en 
que están situados. 

Dividida la herencia en varios patrimonios podría suceder 
que los herederos la aceptasen aquí pura y simplemente, allá 
bajo beneficio de inventario ó que más allá la repudiasen, divi- 
diéndose así la representación del de cujus en perjuicio de 
terceros, cuyos derechos podrían quedar frustrados con gran 
daño para la buena fé de las convenciones y para la seguri- 
dad de las transacciones comerciales. 

La división del patrimonio da nacimiento á grandes difi- 
cultades prácticas con respecto á la repartición de las deudas 
del difunto. Los llamados á la herencia en cada nación pue- 
den ser diversos, y no podría decirse, por ninguna razón 
conocida en derecho, si todos los herederos ó sólo algunos, 
estaban obligados á hacer el pago de las deudas de la heren- 

[1] Manuel de Droit International Privé, pág. 608. 
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cia, en qué proporción, 6 qué deudas obligaban á unos y á 
otros no ; ó si siendo parciales todos los sucesores ninguno 
de ellos quedase obligado á pagarlas, pues el sucesor univer- 
sal es el único gue continúa en la representación de los dere- 
chos y obligaciones de su causante. 

También se presenta otra seria dificultad en lo relativo á 
la obligación legal de la colación y al derecho de acrecer. 
Puede suceder que la ley del lugar de la situación de una parte 
de los bienes de la herencia imponga al heredero la obligación 
de traer á colación á la masa hereditaria todo lo que haya re- 
cibido del difunto por donación directa ó indirectamente, al 
paso que la ley del país en que radica el resto de los bienes, 
liberte al heredero de tal obligación. El conjunto hereditario 
está fraccionado y los que han de recogerlo se encuentran en 
presencia de leyes contrarias que pueden hacer valer ó no se- 
gún su interés respectivo. Uno de los coherederos, por ejem- 
plo, pediría al otro que trajera á colación los bienes que le 
donara su causante situados en una nación en donde la ley 
no disponga nada sobre el particular; éste se negaría con de- 
trimento de los derechos de los demás. El conflicto sería in- 
soluble. 

Con respecto al derecho de acrecer puede suceder que las 
leyes de los países en donde hay bienes de la herencia sean dife- 
rentes, reconociendo una de ellas el derecho de acrecer en favor 
de los coherederos, mientras que la ley de otro de los Estados 
no atribuya la parte del que muera antes del testador, renun- 
cie la herencia ó sea incapaz, al coheredero, sino al pariente 
más próximo, 6 que dé á los acredores del renunciante la fa- 
cultad de aceptar por su deudor. Sucedería en todos estos 
casos que el derecho de acrecer sólo tendría lugar respecto 
de los bienes existentes en un país y no para los de otro, des- 
truyéndose así la indivisibilidad del derecho hereditario. 

El sistema de la ley del lugar de la situación para la 
trasmisión hereditaria de los inmuebles . está actualmente en 
vigor en la mayoría de las legislaciones. 
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El artículo 39 del Código Civil francés dispone : «Los 
inmuebles, aun poseídos por extranjeros, se rigen por la ley- 
francesa.)) Esta disposición se opone á que la trasmisión de 
los bienes raíces que forman parte del territorio se rija por 
otra ley que la francesa. 

ftLos bienes raíces situados en Inglaterra se trasmiten 
en la sucesión intestada, conforme á la ley inglesa, sea cual 
fuere la ley personal del difunto.)» (i) 

El Código del Distrito de México sujeta los bienes 
inmuebles á las leyes del país (Art. 13) ; y el artículo 17 
del mismo ordena que los extranjeros en las solemnidades 
internas de sus testamentos, ó sea en cuanto á las perso- 
nas entre quienes se haya de distribuir la herencia, se su- 
jetarán á las leyes mexicanas tratándose de bienes raíces si- 
tuados en el territorio de la República. [2] 

La República Argentina, Bolivia, Paraguay, Perú y Uru • 
guay celebraron un Tratado sobre Derecho Civil Internacio- 
nal, por medio de sus respectivos Plenipotenciarios, reuni- 
dos en Congreso en la ciudad de Montevideo, por ini- 
ciativa de los Gobiernos de la República Oriental del Uru- 
guay y de la República Argentina. Este Tratado fue firma- 
do el 12 de febrero de 1889. El título XII está destina- 
do á arreglar las sucesiones en los países signatarios, y con- 
tiene las siguientes disposiciones : 

«Art. 44. La ley del lugar de la situación de los bie- 
nes hereditarios al tiempo de la muerte de la persona de 
cuya sucesión se trate, rige la forma del testamento. 

Esto no obstante, el testamento otorgado por acto pú- 
blico en cualquiera de los Estados contratantes, será admi- 
tido en todos los demás. 

[1] Westlake, ¿J 168-169. cita de Acner, Derecho Internacional Priva- 
do, pág. 158. 

[2] Las dispocdciones del Código del Distrito de México las he ob- 
tenido de la obra «Elementos de Derecho Internacional Privado» por 
Francisco J. Zavala, autor mexicano. 
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Art. 45. La misma ley de la situación rige : 

(a) La capacidad de la persona para testar ; 

(^) la del heredero 6 legatario para suceder; 

(c) la validez y efecto del testamento ; 

Cd) los títulos y derechos hereditarios del cónyuge su- 
pírstiie; 

(e) la existencia y proporción de las legitimas ; 

(/) la existencia y monto de los bienes reservables ; 

(g) en suma, todo lo relativo á la sucesión legítima ó 
testamentaria. 

Art. 46. Las deudas que deben ser satisfechas en algunos de 
los Estados contratantes gozarán de preferencia sobre los bienes 
allí existentes al tiempo de la muerte del causante. 

Art. 47. Si dichos bienes no alcanzaren para la can- 
celación de las deudas mencionadas, los acreedores cobrarán 
sus saldos proporcionalmente sobre los bienes dejados en otros 
lugares, sin perjuicio del preferente derecho de los acreedo- 
res locales. 

Art. 48. Cuando las deudas deban ser canceladas en 
algún lugar en que el causante no haya dejado bienes, los 
acreedores exigirán su pago proporcionalmente sobre los bie- 
nes dejados en otros lugares, con la misma salvedad esta- 
blecida en el artículo precedente. 

Art. 49. Los legados de bienes determinados por su 
género y que no tuvieren lugar designado para su pago, 
se rigen por la ley del lugar del domicilio del testador al 
tiempo de su muerte ; se harán efectivos sobre los bienes 
que deje en dicho domicilio y, en defecto de ellos, ó por 
su saldo, se pagarán proporcionalmente de todos los demás 
bienes del causante. 

Art. 50. La obligación de colacionar se rige por la ley 
de la sucesión en que ella sea exigida. 

Si la colación consiste en algún bien raíz ó mueble, se 
limitará á la sucesión de que ese bien dependa. Cuando 
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consista en alguna suma de dinero, se repartirá entre todas 
las sucesiones á que concurra el heredero que deba la cola- 
ción, proporcionalmente á su haber en cada una de ellas.» (i) 

El sistema de la ley del último domicilio para la tras- 
misión de la sucesión mobiliaria está admitido en Francia. 
La jurisprudencia de esta nación tiene como regla que la 
sucesión de un extranjero es regida, respecto á los bienes 
muebles corporales ó incorporales, que ha dejado en Fran- 
cia, por su ley personal, considerando como tal la del do- 
micilio. 

«Por lo que respecta á las sucesiones mobiliarias, se ad- 
mite en Inglaterra que la repartición del activo neto, de que se 
trate, ya sea de una sucesión testamentaria ó de una sucesión 
ab intestaiOf es regida por la ley del último domicilio del difun- 
to, tal como existía en la época de su muerte.» (2) 

La sucesión mobiliaria de un individuo, nacional ó extran- 
jero, Éillecido en los Estados Unidos, se rige por la ley del 
lugar del último domicilio del difunto. 

Austria, Bélgica, Rumania, Holanda, Monaco y Suecia, 
aplican la lex rei sita á los inmuebles y la del último domici- 
lio del difunto á los muebles. (3) 

Se aplica la ley de la situación á todos los bienes de la 
herencia, muebles é inmuebles, en Rusia. 

Venezuela, en el Código Civil vigente, ha borrado la anti- 
gua distinción entre muebles é inmuebles, los cuales se rigen 
por las leyes venezolanas aunque estén poseídos por extranje- 
ros. 

[1] Tomado de la Obra «Código CivU del Perú, con citaB, notas, 
concordanoiaB y im apéndice de leyes, decretos, resoluciones, regla- 
mentos, circulares, órdenes, instrucciones, acuerdos y ejecutorias hasta 
el 30 de Junio de 1899», por Miguel Antonio de la Lama. 

[2] Westlake. La áoetrine anglaUe en maUére de droit intefmaHwiol 
privé^ artículo publicado en el Journal de droit internatíonal privé, T. Yin, 
1881, ps. 818, 819, cita de Pradier-Fodéré.-Traité de Droit International Pu- 
blic Européen et Américain T. 8, pág. 927. 

[3] F. Despagnet. Précis de Droit International Privé, pág. 683. 
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Entro ahora en el análisis del sistema de la ley personal del 
de cujus^ por el cual me decido, pues creo que es el más racio- 
nal, como lo indiqué en la Introducción de esta tesis. Este 
sistema es una consecuencia de la teoría de la personalidad del 
derecho, que es la llamada á triunfar en el Derecho Internacio- 
nal Privado. 

Según la teoría moderna, ya aceptada generalmente en 
Alemania, y cuyos progresos aunque lentos, son sin embargo, 
sensibles en la jurisprudencia de los diferentes países, la sucesión 
debe regirse por una ley única, que no es otra que la ley perso- 
nal del difunto. 

Este sistema se deriva de la naturaleza de la sucesión en 
el Derecho Romano. 

Según las ideas romanas la herencia, mientras no había 
sido liquidada, sostenía y continuaba por sí misma la personali- 
dad económica del difunto ; formaba una especie de persona 
legal considerada como propietaria de las cosas hereditarias. 
La persona jurídica, desprendida por la muerte del individuo, 
radicaba en el conjunto del patrimonio hareditas stistinet per- 
sonam defuncti entre tanto que el heredero universal succesor in 
universum jus recogía la herencia. La herencia, una, indivi- 
sible, era regida por la misma ley que había regido á la persona 
cuya representación ejercía. 

Se justiñca el sistema de la ley personal por las razones 
siguientes : 

Si el difunto no ha dejado un testamento ordenatorio de su 
voluntad, es presumible que ha encargado á la ley del cuidado 
de arreglar su herencia. Ahora bien ¿qué ley será la que 
interpretando mejor los impulsos del corazón de aquel que no 
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los hizo patentes por un acto expreso, ya porque no pudo 6 ya 
porque no quiso, distribuirá sus bienes entre sus herederos del 
mismo modo que él lo hubiera hecho ? Sin duda alguna que 
debe ser su ley personal, que es la que lo ha regido siempre 
en sus relaciones jurídicas y la que conoce mejor que ninguna 
otra. Sería absurdo suponer que el difunto ha dejado el encar- 
go de distribuir sus bienes á diferentes leyes que no conocía, 
muchas de las' cuales cumplirían el mandato de una manera que 
él quizá hubiera rechazado por injusta y contraria á su volun- 
tad. 

Otra razón muy poderosa en favor del sistema de que 
trato es la que surge de la consideración de que el derecho he- 
reditario es un derecho de familia. 

Para las legislaciones más civilizadas la familia es una so- 
ciedad permanente, un cuerpo colectivo, cuyos miembros tie- 
nen la copropiedad del patrimonio del padre : éste no puede 
disponer libremente de él ; la ley le impone la obligación de 
devolver á sus descendientes la porción legítima, que considera 
debérseles en plena propiedad. 

ffSi todo depende de la vida y del derecho de familia, dice 
Fiore, ¿ cuál es la ley que ha de regir la sucesión sino aquella 
bajo la cual la familia misma vive civilmente ? ¿ Con qué título 
querrá aplicarse la ley española para arreglar la sucesión de una 
familia italiana domiciliada en España, mientras no se presu- 
ma que, por no haber renunciado á su patria primitiva, ha con- 
servado esta familia los hábitos, las tradiciones, las tendencias 
y la vida íntima de nuestros nacionales ? Concluimos, pues, 
de aquí, que la sucesión debe ser regida por la ley nacional de 
la persona de cuya herencia se trata, sea cualquiera el país en 
que se hallen los bienes y la naturaleza de éstos.» (i) 

Mancini ha demostrado que este sistema es el más justo 
y el más conforme con los principios del derecho fítosóñco, 
porque no siendo la herencia otra cosa que la combinación del 

[1] Obra citada, tomo 2° pá^. 193. 
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principio de la propiedad con el de familia, debe ser regida por 
la ley personal. Ha demostrado igualmente que la máxima 
^tot hcereditates qiiot territorial» es científicamente errónea, que 
entraña complicaciones, incoherencias y dificultades para los 
herederos, y que además, es contraria á la voluntad presunta 
del difunto, que al no disponer de su patrimonio por testa- 
mento y al dejar á la ley el encargo de hacerlo por él, no pue- 
de presumirse que haya querido que sus bienes se trasmitan, 
en cualquier pais en que estén situados, por una ley extranje- 
ra con preferencia á la de su propia patria. En el informe 
que pasó este sabio jurisconsulto italiano al Instituto de De- 
recho Internacional, sesión de Ginebra, de 1874, se expresa 
así : «En la sucesión universal de un patrimonio corresponde á 
la ley nacional determinar las personas que han de suceder, la 
medida de la cantidad disponible y de la legítima y las condi- 
ciones necesarias para la validez intrínseca de las disposiciones 
de última voluntad.» (i) 

Desaparecen, al aplicarse la ley personal del difunto, las 
dificultades engendradas por la multiplicidad de patrimonios 
que expuse al estudiar el sistema de la lex loci reí sita. 

Los autores no están de acuerdo acerca de la cuestión de 
cual sea la ley personal del de cujus. Unos se deciden por la 
ley nacional y otros por la del domicilio, presentando sus argu- 
mentos en favor y en contra de una y otra, los cuales no entraré 
á considerar aquí por no permitírmelo la extensión de esta tesis. 

Fiore, Mancini y casi todos los autores italianos se deciden 
por la ley nacional, que en mi concepto, es la que debe pre- 
valecer. 

Al sistema que acabo de exponer se opone una justa excep- 
ción, que es precisamente la más importante de las formuladas 
contra la aplicación de la ley extranjera. Consiste ésta en que 
no tendrá eficacia en el extranjero ninguna ley contraría á una 
disposición preceptiva ó prohibitiva de la nación en que se 

[1] Cita de Asser. Obra citada, pág. 165. 
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quiere hacer valer, 6 que dañe al orden público 6 á las bue- 
nas costumbres. Tales serían, por ejemplo, las leyes que en 
un Estado prohiban las vinculaciones, fideicomisos y mayoraz- 
gos, las cuales no podrían ser invocadas en virtud de la ley 
nacional del difunto, pues su aplicación en los países que no 
las aceptan, lesionaría en gran manera el interés económico 
y político de la Nación. 

El Instituto de Derecho Internacional en su sesión de 
Oxford, de i88o, ha expresado el deseo de que la regla 
siguiente se adopte de una manera uniforme en las leyes 
civiles de todas las naciones y se garantice su cumplimien- 
to por medio de tratados internacionales: «Las sucesiones de 
la universalidad de un patrimonio son, en cuanto á la de- 
terminación de las personas sucesibles, á la extensión de sus 
derechos, á la medida de la porción disponible ó de la le- 
gítima, y á la validez intrínseca de las disposiciones de úl- 
tima voluntad, regidas por las leyes del Estado á que per- 
tenece el difunto, ó subsidiariamente, por las leyes de su 
domicilio, cualquiera que sea la naturaleza de los bienes y 
el lugar de su situación, (i) 

El Código Italiano ha sancionado el principio de la ley 
nacional del difunto en el artículo 89, comprendido en las 
Disposiciones sobre la publicación^ interpretación y aplicación 
de las leyes en general : «Las sucesiones legítimas y testa- 
mentarias, ya en cuanto al orden de suceder, ya en cuan- 
to á la medida de los derechos sucesorios y á la validez 
intrínseca de las disposiciones, se rigen por la ley nacio- 
nal de la persona de cuya sucesión se trata, sea cual fue- 
re la naturaleza de los bienes y el país en que se en- 
cuentren.» 

Esta disposición hace honor á la nación que la ha san- 
cionado y á los ilustres redactores del Código Italiano, Fio- 
re, Mancini y Pisanelli. 

[1] Annoaire de Plnstitut de Droit International, 6. afio 1882, pág. 57. 
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El artículo lo del Código Español contiene una dis- 
posición idéntica á la del Italiano. 

El sistema de la ley nacional ha sido adoptado también 
por el Código Civil del Cantón de Zurich (Art. 39 § 2) y 
por el nuevo Código Civil Alemán (Ley de introducción, 
artículos 24 y siguientes) quedando así reemplazada en 
Alemania la antigua ley del domicilio. 

Es de desearse que nuestros legisladores den un paso 
más en la senda del progreso insertando en el Código Ci- 
vil la disposición de la ley italiana, pues no creo que exis- 
ta ninguna causa racional para no acogerla, estando como 
^tá la legislación venezolana inspirada en los principios 
científicos más avanzados. 



II 



SUCESIÓN LEGITIMA 



En este capítulo de la tesis aplicaré la ley 
nacional del de cujus á la resolución de los conflictos 
que pueden surgir en las diversas cuestiones relativas á la 
sucesión ab intestatoy en todos aquellos casos en que por 
su aplicación no se alteren el derecho y el orden público 
del Estado en que se quiere hacer valer. 

El lugar, el momento y la causa de la apertura de la 
sucesión se determinan por la ley nacional dicha, tanto con 
respecto á los muebles como á los inmuebles. Los dere- 
chos de los herederos se fijarán en la época que determine 
esta ley, independientemente del lugar de la situación de los 
bienes que son llamados á recoger. No se presentará nin- 
guna dificultad cuando la ley nacional y la lex rei sita 
estén de acuerdo sobre la causa de la apertura de la su- 
cesión, que es generalmente, para todas las legislaciones, 
la muerte natural y la sentencia ejecutoriada en un juicio 
de declaración de ausencia ; pero puede suceder que la ley 
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de alguna nación reconozca otras causas para la apertura 
de la sucesión, como la muerte civil y la entrada en religión. 
Los herederos de estas personas no podrían hacer valer 
sus derechos sobre los bienes situados en otra nación que no 
reconozca tales causas por contrarias á su derecho y al or- 
den público. En este caso habrá que hacer excepción á 
la regla de la ley nacional. 

Se regirán por la misma ley nacional las presunciones 
de supervivencia cuando varias personas llamadas recíproca- 
mente á sucederse perezcan en una misma catástrofe. Así, 
pues, creo que podría aplicarse en Francia el sistema de la 
ley venezolana en el caso de que mueran de este modo dos 
venezolanos dejando bienes en aquella nación ; esto es, el que 
sostenga la anterioridad de la muerte del uno ó del otro, 
deberá probarlo y á falta de prueba se presumirán todos 
muertos al mismo tiempo y no habrá trasmisión de dere- 
chos de uno á otro, sin darse lugar á las presunciones esta- 
Mecidas por los artículos 720 y siguientes del Código Civil 
Francés. A la inversa, creo que no hay inconveniente, ni se 
altera en nada el orden público de Venezuela, en aplicar las 
presunciones del Código Francés en el caso de morir dos 
franceses en las circunstancias dichas, dejando bienes en terri- 
torio venezolano. 

Puede suceder que una de las personas tallecidas en la 
catástrofe común pertenezca á una nación cuya ley admita en 
su favor ó en su contra ciertas presunciones de superviven- 
cia y la otra á una nación que rechace toda presunción de 
esta especie. En este caso creo que neutralizándose las dos 
legislaciones y siendo las presunciones de estricta interpreta- 
ción, debe juzgarse la supervivencia exclusivamente de acuer- 
do con las circunstancias de hecho ; si éstas no suministran 
ninguna indicación deben reputarse los dos fallecimientos 
acaecidos al mismo instante. 



— 33 — 



*** 



Entro ahora á determinar la ley que debe regir la capaci- 
dad de los herederos. 

Es gn principio general, admitido en. las legislaciones, 
que las leyes relativas al estado y capacidad de la persona 
rigen á ésta en todas partes. La ley venezolana lo consagra 
por disposición del artículo 79 del Código Civil. Toda cues- 
tión de capacidad y por ende, de incapacidad, se resuelve por 
el estatuto personal, y no hay razón alguna para que no sea 
así en cuanto á la capacidad ó incapacidad de suceder. 

El articulo 3** del Código Civil francés, único sobre es- 
tatutos en la ley francesa, admite implícitamente el estatuto 
personal del extranjero en lo concerniente á su estado y á su 
capacidad ó incapacidad. No obstante esto, la Corte de Ca- 
sación de Francia ha decidido que las leyes que reglan la 
trasmisión hereditaria dependen indistintamente del estatuto 
real en todas sus partes; igualmente, las que establecen las 
incapacidades de suceder, (i) 

Laurent (2) sostiene que la capacidad de suceder depen- 
de del estatuto personal al demostrar que la disposición del 
artículo 30 del Código Civil francés que establece como re- 
gla general la personalidad del estatuto , que determina la 
capacidad, debe recibir su aplicación en todos los casos en 
que se trate de una capacidad cualquiera, á menos que ha- 
ya una excepción expresa ó virtual en un texto de la ley ; 
excepción que no existe en la legislación francesa. Fiore (3) 

[1] Ck>rte de Casación, 81 de marzo de 1874— DaHoz, Recueil periodique, 
cita de Pradier Fodéré, Obra citada, tomo m, pág. 931. 
[2] Obra citada, tomo VI,pag.81d. 
[8] Obra citada, tomo 29, pág. 197. 
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fiel á la doctrina y al espíritu de la escuela y de la ley ita- 
lianas, que admiten y consagran el principio de la ley per- 
sonal en toda la materia de sucesiones, se pronuncia por la 
personalidad del estatuto de capacidad 6 incapacidad con tal 
que la aplicación de éste no ofenda los principios de orden 
público del lugar en donde se hacen valer los derechos de 
sucesión. Como por ejemplo, si la ley nacional del herede- 
ro lo hiciera incapaz por causa de muerte civil ó de here- 
jía, ó por alguna otra no admitida ni reconocida por la ley 
del lugar donde debe recogerse la herencia, no podría tener 
aplicación tal estatuto de incapacidad. 

Es necesario determinar ahora si la ley personal de que 
se trata es la del de cujus ó la del heredero. Según el sis- 
tema de la personalidad las sucesiones se rigen por la ley 
nacional del difunto: su voluntad tácita es la que trasmite la 
sucesión, pues se consideran las disposiciones sobre sucesión 
establecidas por la ley como el testamento presunto del di- 
funto. Pero no sucede igual cosa respecto á la capacidad del 
sucesor; ésta no depende en manera alguna de la voluntad 
tácita del de cujtis^ sino de las condiciones de capacidad ó in- 
capacidad, que son exclusivamente de la ley y que al estable- 
cerlas ha tomado en principal consideración el interés general. 
Esta es la opinión de Laurent : «Si en principio, dice, se 
reputa personal el estatuto de las sucesiones es porque se supo- 
ne que la sucesión ab intestato es el testamento del difunto, 
es decir, la expresión de su voluntad : la voluntad del que 
dispone tácitamente no puede recaer sino sobre la disposi- 
ción de sus bienes, y no se reñere á nada de lo que dependa 
exclusivamente de la ley, y tales son las condiciones de capa- 
cidad y las de incapacidad ; éstas conciernen al sucesor, y el 
legislador las establece, las modifica, según las miras de inte- 
rés general, y no según la voluntad presunta del que dispone 
de sus bienes. Es necesario, pues, distinguir : la disposición 
de los bienes, que depende de la voluntad del difunto, de- 
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pende también de su estatuto personal ; la capacidad del su- 
cesor, que está reglada por la ley, depende del estatuto 
personal del que ejerce un derecho.» (i) 

Se concluye, pues, que la capacidad 6 incapacidad 
de suceder se rige por la ley personal del que ejerce el derecho, 
es decir, del sucesor. Por ley personal debe entenderse su 
ley nacional. 

Dos son las causales de incapacidad para suceder : la no 
existencia en el instante- en que se abre la sucesión y la in- 
dignidad. 

El artículo 705 del Código Civil venezolano dispone : «Son 
incapaces de suceder : 10 Los que en la época de la apertura 
de la sucesión no están todavía concebidos. 29 Los que no 
hayan nacido viables. En la duda se reputan viables aquellos 
de quienes consta que han nacido vivos.» La concepción y 
la viabilidad forman un estatuto personal, que como todos 
los de esta clase siguen al individuo á todas partes. Si la ley 
de alguna nación rechazase el principio conceptus pro nato 
habehir y exigiese que para suceder era necesario estar na- 
cido en el momento de la apertura de la sucesión, el nacio- 
nal de tal país no podría pretender la herencia, acogiéndo- 
se á la ley venezolana, si para el momento en que se abrió 
la sucesión no había aún nacido, porque su incapacidad para 
suceder constituye un estatuto personal, y según el artículo 17 
del Código Civil tienen aplicación en la República las leyes 
extranjeras relativas al estado y capacidad en los casos auto- 
rizados por el Derecho Internacional Privado. A la inversa, 
el venezolano podría hacer valer sus derechos en el país en 
que exista tal disposición, pues la ley venezolana que lo ha- 
ce capaz para suceder por el solo hecho de estar concebido 
en el momento en que se abrió la sucesión, es un estatuto 
personal que lo rige aunque resida ó tenga su domicilio en 
país extranjero. 

[1] Obra citada, tomo VI, pá^. 8I4. 
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Ea virtud de la personalidad del estatuto podría preten- 
derse que un nifio concebido de padres extranjeros, aún no 
nacido el día de la apertura de la sucesión, herede regular- 
mente bienes situado^ en Venezuela y los trasmita á su fa- 
milia aun cuando no nazca viable, si la ley nacional de sus 
padres no ha subordinado á la condición de viabilidad, como 
lo ha hecho la ley venezolana, la fijación del derecho heredi- 
tario. Creo que no habría ningún inconveniente en dar auto- 
ridad extraterritorial á tal ley extranjera, pues el orden pú- 
blico de Venezuela no se alteraría en nada en el caso en 
cuestión. Ciertamente que esa ley extranjera á que me re- 
fiero es contraria á las disposiciones contenidas en el artículo 14 
y 29 aparte del artículo 705 del Código Civil venezolano, 
pero no creo que estas disposiciones sean de orden público. 

El artículo 70o del Código Civil establece las causas de 
indignidad para reprimir la mala conducta é ingratitud de 
aquellas personas, que después de infi-ingir sus deberes civiles 
y morales, pretenden la herencia del que ultrajaron y morti- 
ficaron con sus malos procederes. Las causas de indignidad 
constituyen un estatuto personal. El legislador venezolano 
la ha equiparado con la incapacidad en el sentido de que el 
heredero no tiene ni en el uno ni el otro caso las cualidades 
necesarias para suceder. Estas rigen á los venezolanos en to- 
das partes sea cual fuere el lugar de la situación de los 
bienes. 

Puede suceder que la ley nacional del heredero reconoz- 
ca ciertas causas de indignidad no establecidas por la ley ve- 
nezolana. Creo que debería darse aplicación á esa ley ex- 
tranjera, pues la sociedad venezolana no tiene ningún inte- 
rés en dar un premio á la ingratitud haciendo partícipe de la 
herencia á una persona considerada como indigna por su ley 
nacional. Pero si la ley del heredero no ha establecido nin- 
guna causal de indignidad, como la ley rusa, (i) ó no recono- 
cí] Weias— Obra citada, pdg. 568. 
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ce todas las admitidas por la ley venezolana, como la muerte 
dada al cónyuge 6 á uno de los descendientes del difunto, no 
admitida en el Código francés, deben aplicarse las de la ley 
venezolana, porque tienen por fundamento la moral y el in- 
terés social. 

Conclusión : El estatuto de capacidad é incapacidad para 
suceder es personal y recibirá su aplicación siempre que no 
choque con una disposición de orden público de la nación en 
que quiera hacerse valer. 



* 



Por la ley nacional del de ciijus se resolverá la cuestión 
de si los herederos suceden por derecho propio ó por re- 
presentación. 

La representación es una ficción legal por la cual se supo- 
ne vivo al representado á fin de que los representantes entren 
en el ejercicio de los derechos que á aquel correspondían ; 
«tiene por efecto hacer entrar á los representantes en el lu- 
gar y en los derechos que correspondían ó habrían corres- 
pondido á los representados.» (Artículo 710 del Código Civil 
venezolano). 

La representación constituye un estatuto personal como 
paso á demostrarlo. 

La ley está limitada al territorio y las ficciones que ella 
crea deben ser también territoriales. Esto es cierto hablando 
en tesis general ; pero es necesario al estudiar la naturaleza 
de una ley cualquiera, determinar si el principio que estable- 
ce es de interés público ó de orden privado. En el primer 
caso la ley y las ficciones legales son de naturaleza real ; en cl 
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segundo, son personales. Las leyes, por ejemplo, que recono- 
cen las personas morales ó jurídicas, que sólo deben su exis- 
tencia á una ficción legal que las hace capaces de obligacio- 
nes y derechos, son leyes reales. La ley que crea la ficción 
de la representación, principio de interés privado, es una ley 
personal. Los descendientes en distinto grado no concurren 
todos juntos á la herencia como si todos fiíeran de uno mismo, 
en virtud de la representación, porque la sociedad tenga en 
ello algún interés, sino porque la ley toma en cuenta el afecto 
probable del diñinto, sentimiento esencialmente personal. 

Conclusión : La representación forma un estatuto personal 
que rige al individuo en todas partes. Consiguientemente, si 
alguna ley extranjera la admitiera hasta el infinito en el orden 
de los colaterales, en oposición á la ley venezolana que la 
limita á los hijos de los hermanos y de las hermanas del di- 
funto, debería aplicarse, en mi concepto, al ocurrir el caso, la 
ley extranjera y no la venezolana. 






Los órdenes de suceder son tres : el de los descendientes, 
el de los ascendientes y el de los colaterales. 

Es innegable que el principio sobre que descansa el pri- 
mer orden, el afecto, es personalísimo y tendrá que ser reco- 
nocido en todas partes. Los hijos sucederán siempre á sus 
padres sin tomarse para nada en consideración el lugar de la 
situación de los bienes. «Apenas podrá preguntarse cuál es la 
naturaleza del estatuto en virtud del cual los hijos suceden á 
sus ascendientes, porque no hay en ello conflicto entre las 
diversas legislaciones ; la ley de la sangre es la misma en to- 
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das partes ; los hijos sucederán, pues, en todas partes, sin 
tomarse en consideración la distinción de los bienes y su si- 
tuación. Esta es la ley inherente á nuestro nacimiento ; nada 
hay más esencialmente personal, puesto que ella es la ley de 
nuestra vida.» (i) 

En el primer orden se presenta el siguiente conflicto : 
Dispone el artículo 717 del Código Civil venezolano: 
«Al padre, á la madre y á todo ascendiente suceden los hijos 
legítimos ó sus descendientes legítimos,» y el artículo 215 del 
mismo : « La legitimación confíere al hijo natural la calidad de 
hijo legítimo. La legitimación se verifica por el subsiguiente 
matrimonio de los padres del hijo natural.» El hijo legitimado 
tiene la calidad de hijo legítimo y entrará, por tanto, en el 
primer orden de suceder. ¿Cómo se resolverá el conflicto 
entre la ley venezolana y una ley extranjera que no coloque al 
hijo legitimado, en cuanto á los derechos de sucesión, en la 
misma categoría que al hijo legítimo, ó que no reconozca la 
legitimación, como la common law f 

La legitimación verifica un cambio de estado, el de hijo 
natural en hijo legítimo, y por tanto, está comprendida en 
la disposición del artículo 70 del Código Civil, segán el cual 
las leyes relativas al estado y capacidad de las personas obli- 
gan á los venezolanos en el extranjero ; hay que concluir 
que el estatuto es personal. Pero ¿recibirá su aplicación este 
estatuto en materia de sucesión ? Algunos autores distinguen 
en la legitimación la calificación personal de los efectos que. ella 
produce ; para ellos el hecho de la legitimación y la calidad 
del legitimario dependen del estatuto personal, pero los efec- 
tos que produce, y particularmente el derecho de sucesión, se 
rigen por el estatuto territorial. No debe hacerse tal distinción, 
pues desde el momento en que la ley nacional del individuo 
ha equiparado, por una ficción, el hijo legitimado al legítimo, 
como si hubiera nacido durante el matrimonio de sus progeni - 

[1] Laurent, Obra citada, tomo VI, pág. 409. 
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tores, ha quedado defínitivamente establecido su estado, y 
y tanto éste como los efectos que de éi se derivan, deben 
ser reconocidos en todas partes. La aptitud jurídica para 
obtener un derecho sucesorio nace del estado de la persona, el 
cual se rige por su ley nacional y no por la del territorio en 
donde están situados los bienes. Debe concluirse que los de- 
rechos del hijo legitimado deben ser reconocidos en todas par- 
tes y aun en el caso de que la ley del país de la situación de 
los bienes no admita la ficción legal de la legitimación. En 
consecuencia, un venezolano que tenga la condición de hijo 
legitimado podrá hacer valer sus derechos en todas partes. 

¿ Será excluido de la sucesión en Venezuela el hijo natural 
habido de dos ingleses, que luego han celebrado su matrimonio 
en la República, en virtud de la ley nacional de aquellos que 
no reconoce la legitimación ? No podrá serlo, pues desde el 
momento en que los contrayentes se han sometido para su 
matrimonio á la ley venezolana han aceptado todos los efectos 
y consecuencias que éste produce, y uno de ellos es la legiti- 
mación de los hijos procreados con anterioridad al matrimo- 
nio. Lo contrario sería un ataque al orden público de Ve- 
nezuela. Así, pues, este hijo será excluido de los bienes 
situados en Inglaterra y heredará los situados en Venezuela. 

Dispone el artículo 718 del Código Civil venezolano: «El 
viudo ó viuda concurre con los descendientes, tomando una 
porción igual á la de un hijo.» La disposición de este artículo 
constituye, en mi concepto, un estatuto personal, que podrán 
invocar en todas partes los cónyuges venezolanos. Vicever- 
sa, las disposiciones de los Códigos extranjeros sobre los de- 
rechos del cónyuge supérstiU debieran recibir su aplicación 
sobre bienes situados en Venezuela, tratándose de cónyuges 
extranjeros, por muy diferentes que sean de la ley venezolana, 
como son las disposiciones contenidas en los artículos 753 y 
siguientes del Código italiano. 

En el orden de los ascendientes pueden surgir conflictos 
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entre las leyes de los divessos países, si algunas de ellas reglan 
de diferente manera los derechos de estos parientes, dándoles 
unas la preferencia á ellos y otras llamándolos junto con algu- 
nos de los demás parientes del difunto. No puede ponerse 
en duda la personalidad del estatuto en este caso, puesto que 
es por un deber de justicia y de afecto que la ley llama á los 
ascendientes como herederos de sus descendientes; sentimien- 
tos personales que deben regirse por la ley de la nacionalidad. 

En el orden de los colaterales se presenta el siguiente 
conflicto : el Código francés extiende el derecho de sucesión en 
este orden hasta el dozavo grado, el italiano hasta el décimo 
y el venezolano hasta el octavo. ¿ Cuál es la naturaleza de 
estos estatutos ? Para el Código francés el estatuto es real, 
pues en virtud del artículo 30 toda disposición relativa á suce- 
siones es real, á lo menos en lo que se refiere á los inmue- 
bles. La disposición del artículo 755 del Código Civil fran- 
cés, que extiende los derechos sucesorios hasta el dozavo 
grado se aplica á todos los que habitan el territorio y á todos 
los inmuebles situados en él. De aquí resulta la consecuen- 
cia siguiente ; un italiano ó un venezolano que estén en el 
dozavo grado de parentesco colateral con el difunto serán 
admitidos á suceder en los inmuebles sitos en Francia, aun- 
que hubieran sido excluidos en sus respectivas naciones, por 
no estar dentro de los grados á que sus leyes extienden los 
derechos de sucesión de los colaterales. Consecuencia absur- 
da á que da lugar la realidad del estatuto, que hace herede- 
ros en una nación á los que no lo son en otra. 

En mi concepto, el estatuto debiera ser personal, por ser 
el derecho de sucesión un derecho de familia y no existir 
ninguna relación entre la composición de ésta y el lugar de 
la situación de los bienes. 

Si el difunto no ha dejado herederos llamados á sucederle 
en virtud de su ley nacional, y según ésta y la de la situación 
de los bienes se defiere su herencia al Estado, surge la cues- 

6 
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tión de determinar at patrimonio de qué nación ha de pasar 
aqaella. Ei derecho reconocido al Estado en la mayoría de 
las legislaciones para entrar en el dominio de las sucesiones en 
desherencia no es un derecho hereditario^ sino un derecho de 
ocupación. De aquí resulta que el derecho del Estado no 
depende de la ley nacional del difunto, sino de la ley territo- 
rial, pues se trata de una medida de orden público. Los 
bienes de una sucesión en desherencia por falta de todos los 
herederos llamados por la ley nacional del de cujus se deferi- 
rán al Estado en cuyo territorio se encuentren en el momento 
de la apertura de la sucesión, por exigirio asi el orden pú- 
blico internacional. 



*** 



El carácter de la investidura del heredero, que puede 
ser facultativa ó forzosa, depende de la ley nacional del di- 
funto. Según ésta se decidirá si el heredero puede repudiar 
la herencia, aceptarla bajo beneñcio de inventario y en qué 
plazos. Las formas de la aceptación y de la repudiación se 
determinarán por la ley del lugar en que se verifiquen. 

Habrá que aplicarse la Ux rei sita para resolver la cues- 
tión de si el heredero entra de pleno derecho en la posesión 
de los bienes hereditarios^ lo que los franceses llaman saisine 
hereditaire; la trasmisión de la propiedad de los bienes, la 
posesión, la prescripción y las acciones posesorias son todos 
asuntos de orden público y constituyen el estatuto real. 

Se tomará en cuenta la ley territorial para resolver acerca 
de la validez ó invalidez de los pactos sobre sucesiones futu - 
ras, prohibidos por consideraciones de moral. La misma ley 
se aplicará en lo relativo á los impuestos sobre la sucesión. 



III 



SUCESIÓN TESTAMENTARIA 



Puede suceder que el de cujus haga su testamento fue- 
ra de la patria, que disponga sobre bienes situados en te- 
rritorio extranjero ó que los herederos 6 legatarios institui- 
dos sean de diversas nacionalidades. Surgirán de aquí con- 
flictos para cuya resolución habrá que estudiarse y deter- 
minarse en primer lugar, la ley que rige la capacidad del 
testador para disponer y la del heredero 6 legatario para 
recibir ; en segundo lugar debe establecerse la ley que rige 
la forma del acto y por último, la que rige los efectos, 
el valor y la interpretación de las disposiciones testamen- 
tarias. 
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La capacidad del testador y la del heredero 6 legata- 
rio se determinará por la ley personal de cada uno. Toda 
cuestión de capacidad se resuelve de acuerdo con el estatuto 
personal del individuo, que se aplicará en todas partes en 
cuanto no se oponga al derecho y al orden público de la na- 
ción, en que se pretenda hacer valer. El legislador nacional 
es el único que está en aptitud de establecer las condicio- 
nes de capacidad que deben tener sus subditos para dispo- 
ner ó recibir por testamento, y una vez que el individuo se 
encuentra investido de esa capacidad por la ley de su patria, 
debe reconocérsela en todas partes. El derecho de testar 
afecta principalmente á la persona y sería absurdo que ésta 
cambiara de capacidad por el hecho de trasladarse á otra 
nación. « La capacidad de disponer, dice Laurent, se regla 
como toda capacidad, según el estado moral, intelectual, 
político del país á que pertenece el donatario ó el testador, 
no tiene nada de común con el territorio en donde están 
situados los bienes. Sólo el legislador nacional puede de- 
terminar las condiciones de capacidad que aseguren la dis- 
posición racional y equitativa de los bienes. El legislador 
territorial no tiene en cuenta sino á sus subditos ; no á los 
extranjeros que poseen bienes en su territorio, puede á la 
verdad, someterlos á sus leyes, cuando los derechos de la 
sociedad, de que es órgano, estén de por medio ; pero cuando 
se trate de las cualidades personales de los propietarios ex- 
tranjeros,' está sin capacidad ni misión. Exigir al extranjero 
que dispone de los bienes que posee en territorio extraño la 
capacidad que deben tener los naturales del país, es someterlo 
á leyes que no se han hecho para él y que pueden faltar al 
objeto para el cual el legislador estableció las incapacidades 
de disponer. Resultaría aún otra consecuencia sobremanera 
absurda: el testador tendría una capacidad diferente, según la 
situación de los bienes y estaría afectado de tantas incapacida- 
des diversas como bienes situados en diferentes territorios. Su 
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voluntad, que es única, resultaría triple ó cuádruple: aquí ra- 
cional, allá desordenada; aquí equitativa, allá inicua; es dividir 
lo que es esencialmente indivisible. » (1) 

La ley nacional del testador será, pues, la que habrá de 
aplicarse para determinar si es 6 no capaz para hacer testa- 
mento. Así el inglés menor de veinte y un años domiciliado 
en Inglaterra, no podrá testar en Venezuela; al contrario, el 
español de más de catorce años podrá testar válida y legal- 
mente en Venezuela, aunque por la ley venezolana se requiera 
la de diez y seis años. El español pródigo y la mujer califor- 
niana no autorizada por su marido no podrán testar en Vene- 
zuela por no permitirlo la ley española y la de California. 

El austríaco menor de diez y ocho años que quiera hacer 
su testamento en Venezuela deberá recurrir á la intervención 
de la justicia local, por exigirlo así el artículo 569 del Código 
Civil de Austria, no como una simple formalidad sino como 
una condición de capacidad, que es del dominio de la ley del 
testador. 

La capacidad del heredero testamentario ó del legatario 
se determina, como ya dije, por su ley personal, en cuanto lo 
permita el orden público internacional. 

Las iglesias, los ordenados in sacris y los ministros de 
cualquier culto, que sean venezolanos, no podrán recibir por 
testamento, bienes situados en el extranjero y estas mismas 
personas si son extranjeras, no podrán recibir bienes situados 
en Venezuela, aunque por sus respectivas leyes nacionales sean 
capaces para ello, pues la prohibición establecida por la ley 
venezolana es de orden público. 

Lo mismo habrá que decirse con respecto á las incapa- 
cidades relativas, esto es, las que existen entre ciertas perso- 
nas determinadas. 

Si un pupilo venezolano hace una disposición testamenta- 
ria antes de la aprobación de las cuentas definitivas de la tutela 

( 1 ) Obra oitada, tomo VI, págs. 882 y 333. 
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á su tutor inglés, no será válida, aunque la ley personal del 
tutor no lo incapacite para recibirla. En sentido inverso, el 
tutor venezolano no podrá recibir nada, ni aun en el extran- 
jero, de su pupilo inglés, pues si bien es cierto que este último 
es plenamente capaz por la ley inglesa para gratificar á su 
tutor, también lo es que aquel no puede recibir nada de su 
pupilo, según la ley venezolana, que es la única que rige su 
capacidad. 

Lo mismo se decidirá con respecto á las instituciones y 
legados hechos en favor del registrador, 6 del ^oficial civil, 
militar, marino ó consular que haya recibido el testamento 
abierto ó de alguno de los testigos del acto 6 del que haya 
escrito el testamento cerrado y de las personas interpuestas. 



*** 



Paso ahora á determinar la ley que rige la forma del tes- 
tamento. 

Es un principio de Derecho Internacional Privado, gene- 
ralmente aceptado, que la forma extrínseca de los actos se 
determina por la ley del lugar, en que se verifica el acto Iocils 
regü actum. Tiene por fundamento esta regla la necesidad y 
la utilidad. Si el ciudadano de una nación tuviera que ajustar- 
se siempre á su ley nacional en cuanto á la forma extema de 
los actos que otorga en el extranjero, se encontraría muchas 
veces imposibilitado por no existir allí el funcionario llamado 
á presenciarlos ó caso de existir, no tener la atribución legal 
de intervenir en dichos actos. Un venezolano no podría en 
Francia otorgar su testamento ante el registrador y un francés 
no podría otorgarlo en Venezuela ante el notario. 
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La regla locus regit cLctum es, pues, la que determina 
la forma del testamento, bien entendido que sólo se aplica á 
la forma externa, esto es, al conjunto de formalidades que ha 
de llenar el testador para proveerse del instrumento en que ha- 
ce constar su voluntad. 

En virtud de esta regla el testamento ológrafo otorgado 
por un venezolano en los países en que se admite, como Fran- 
cia, producirá todos sus efectos legales en Venezuela, aunque 
la ley venezolana no ha reconocido esta clase de testamento. 

Sería absurdo pretender que el testador sometiera su 
testamento á las formalidades exigidas por los diversos países 
en que están situados los bienes, pues podrá no conocerlas y 
haciéndolo así tendría un testamento para cada país, siendo 
única su voluntad. 

El Código Civil venezolano ha consagrado la regla locus 
regit adum por la disposición contenida en el artículo 90. Se- • 
gún dicho artículo los venezolanos que se encuentren en el 
extranjero pueden optar por la ley del otorgamiento del acto 
ó por la ley venezolana siempre que se otorgue ante un fun- 
cionario competente déla República; lo mismo se dispone para 
los extranjeros domiciliados en Venezuela, presumiendo la ley 
que éstos conocen mejor las leyes venezolanas. 

La regla loctis regit actum es facultativa según opinión 
de la mayoría de los autores y según muchas legislaciones. 
El testador puede, pues, escoger entre someterse á ella 6 se- 
guir la ley de su patria ; pero el testamento otorgado en el 
extranjero de conformidad con la ley nacional del testador pue- 
de ser anulado por un cambio de nacionalidad, inconveniente á 
que no está expuesto el verificado de acuerdo con la regla locus 
regit actum. 



*** 
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Por lo que respecta á los efectos, al valor intrínseco y á 
la interpretación de las disposiciones de última voluntad debe 
observarse que en estas materias ocupa el primer puesto la 
autonomía de la voluntad. El testador tiene plena libertad 
para indicar en su testamento la legislación por la cual han de 
interpretarse las disposiciones en caso de duda. Pero si no 
ha hecho ninguna indicación de esta especie, es de presumirse 
que el de cujus ha querido referirse á su ley nacional, cuyas 
disposiciones le son más conocidas y familiares. Se supone 
que el testador ha tenido la intención de referirse á sus usos 
ordinarios, á sus costumbres y á las leyes de su patria, por 
ser las que conoce y están presentes en su memoria. Por 
la aplicación de esta regla estima Foelix que si el testador ha 
dicho : «instituyo por mis herederos á las personas que me 
sucederían ab intestato»y se refiere á los parientes que la ley 
personal del testador llame á la sucesión, sin tenerse en cuen- 
ta la ley de la situación de los bienes. No obstante ser tan 
racional esta solución no ha sido adoptada sino por algunos 
autores y sólo muy pocas legislaciones la han consagrado. En 
la práctica, la ley ó la jurisprudencia en la mayor parte de los 
países reglan la sucesión testamentaria como la legítima por 
la lex rei sitce para los inmuebles, y por la ley del último 
domicilio del difunto para los muebles, conforme á la antigua 
doctrina de los estatutos. Esta última solución no tiene nada 
de racional : se trata de interpretar una voluntad claramente 
manifestada y que evidentemente es la misma para todos los 
países y para todos los bienes del patrimonio. 

Pero ni la voluntad del testador ni, en su defecto, su ley 
nacional que la interprete, podrán atacar al orden público de 
la nación en que debe producir efecto el testamento. 

En el caso siguiente propuesto por Laurent habrá que 
hacerse excepción á la ley nacional del difunto : un inglés 
establece su domicilio eu Bélgica, permanece allí toda su vida 
y hace su testamento según las formas de la ley belga ¿ se in- 



— 49 — 

terpretarán, en la duda, las disposiciones de su última volun- 
tad por la ley belga ó por la comman law ? Este autor, piensa 
con razón, que es necesario pronunciarse en este caso por la 
ley del domicilio con preferencia á la ley nacional, siendo las 
probabilidades que el testador conoce mejor la ley del país 
en donde vive y en que tiene sus intereses, que la ley de su 
patria, (i) 






Finalmente, entraré á determinar la naturaleza de la 
legítima. 

Los que consideran la legítima como una limitación 
del derecho de disponer con el objeto de conservar los bienes 
en la familia, tomando el legitimario su legítima á título de 
sucesor ab intestatOy hacen de la disposición legal que le con- 
cierne, un estatuto real ; los que la fundan en el deber que 
impone el vínculo de sangre á los padres para con sus hijos 
y á éstos para con aquellos, hacen de la ley que la rige un 
estatuto personal. «El deber, dice Laurent, es un sentimien- 
to esencialmente personal, como la sangre de que él provie- 
ne es un elemento personal por esencia. ¿ El que es padre en 
Francia cesará de serlo en país extranjero ? ¿No tendrá ya el 
hijo la sangre de sus padres en sus venas, si posee bienes 
fuera del territorio de su país? Si todo es personal en la 
causa, todo debe ser también personal en los efectos. Co- 
rresponde al legislador nacional, determinar los deberes que 
el lazo de sangre crea entre ascendientes y descendientes ; 
todo lo que concierne á la familia, sus derechos y obligacio- 

(1) Obra oitada. Tomo VI, pag. 621. 
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nes^ es una dependencia del estatuto personal. Las mismas 
causas, en efecto, que determinan la nacionalidad reglan tam- 
bién, el estado de las familias ; por la íamilia es que somos 
miembros de la nación á que ella pertenece ; la nacionalidad 
y la iamilia se contunden ; por consiguiente, todo lo que es 
nacional es también personal. Los derechos que tiene el hom- 
bre por su nacionalidad los lleva consigo á todas partes, y lo 
que se dice de los derechos se aplica á los deberes, pues estas 
ideas son correlativas. El padre es padre en todas partes y 
puede en todas partes reclamar en la sucesión de sus descen- 
dientes los derechos que le asegura su ley nacional. Sucede 
lo mismo para con el hijo. ¿ Se concibe que la situación de 
los bienes limita ó extienda los derechos y las obligaciones 
que tienen su lundamento en la nacionalidad ? Que cada na- 
ción organice la familia á su manera, pero que respete la or- 
ganización diferente que las otras naciones le han dado ; res- 
petando el derecho extranjero se obtendrá de las naciones 
extranjeras que respeten el suyo.» (i) 

Se concluye de estas justas consideraciones que la legí- 
tima debe determinarse, tanto desde el punto de vista de su 
existencia como desde el de su monto, por la ley nacional del 
difunto. 

Los tribunales venezolanos deberían, en la apreciación 
de los testamentos de los extranjeros, tomar en cuenta las 
disposiciones de sus leyes nacionales respectivas sobre legíti- 
ma y porción disponible. La ley venezolana sobre legitima 
debe restringir la libre disposición que de sus bienes situados 
en el extranjero hagan los venezolanos. Hay que reconocer 
que la jurisprudencia no ha admitido hasta ahora estos princi- 
pios. 



[1] Obra oitada, tomo YI, págs. 2S8 y 280. 
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VEREDICTO 



Los suscritos y jurados de esta tesis , de- 
dallamos : que hemos hecho de ella el de- 
bido estudio f y juzgando que está ajusta- 
da á la leyj le impartimos nuestra apro- 
bación- 

Caracas : abril seis de mil novecientos 
cuatro. 

Carlos F. Grisanti- 

Federico Urbano. 
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